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Causa N°54.100                    “Vitrano, Roberto Donato

              s/ Quiebra”

       Juzg.Civ. y Com. Nº1 - Olavarría.-  

                        Reg……26……Sent.Civ.

En la ciudad de Azul, a los   4   días  del mes de Mayo del año Dos Mil Diez, reunidos en Acuerdo Ordinario el Señor Juez de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala I, Doctor Esteban Louge Emiliozzi, integrada transitoriamente con el Doctor Jorge Mario Galdós en virtud del Acuerdo Extraordinario de fecha 29 de marzo del corriente, para dictar sentencia en los autos caratulados: “VITRANO, ROBERTO DONATO S/QUIEBRA” (Causa 54.100), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: GALDOS – LOUGE EMILIOZZI

Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:
-C U E S T I O N E S-

               1ª.- ¿Es justa la sentencia de fs. 142/143 vta?

               2ª.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

-V O T A C I O N-

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Doctor GALDOS, dijo:
I.1. Invocando su condición de gestora la doctora Beatriz E. Hurtado se presentó a fs.139/141 de este proceso concursal en representación de Nélida Leonarda Cala, solicitando la suspensión de la subasta ordenada del bien inmueble que fuera denunciado como perteneciente al activo falencial. Además, solicitó la declaración de nulidad de la inscripción registral, mediante la cual se levantó, según petición unilateral de su esposo fallido, la cláusula de inembargabilidad que tutelaba el bien por haber sido adquirido según el régimen de créditos hipotecarios otorgados por el Banco Hipotecario Nacional. La Juzgadora de grado desestimó todos los planteos articulados (fs. 142/143 vta.), sin costas por no mediar oposición. Para así decidir argumentó:
- Se encuentra acreditado en autos y resulta asimismo del certificado de dominio agregado que el inmueble (matrícula nº 39.301 de Olavarría), registra su titularidad por el 100% a nombre del fallido –Sr.Vitrano-, quien lo adquirió siendo de estado civil casado con la peticionante –Sra.Cala-.

- El carácter ganancial de un bien inmueble sólo tiene virtualidad en las relaciones entre los cónyuges, pero resulta irrelevante para los acreedores cuya prenda común está conformada con el patrimonio del deudor sin distinción entre bienes propios y gananciales.

- El régimen de bienes gananciales no convierte al cónyuge en condómino del inmueble en cuestión, ya que bajo el sistema de administración separada instaurado por el art.1276 del Código Civil, cada uno de los esposos tiene la libre administración y disposición de los bienes propios y de los gananciales adquiridos por su trabajo personal o por cualquier título, con la salvedad prevista en el art. 1277.

- El inmueble inscripto registralmente a nombre del fallido, constituye un bien ganancial de administración reservada y sólo con la disolución del matrimonio y liquidación de la sociedad conyugal, nace para el otro cónyuge su derecho a participar en la mitad de los gananciales de su cónyuge.

- El titular, Vitrano, se hallaba perfectamente habilitado para solicitar ante el Registro de la Propiedad Inmueble el levantamiento de la cláusula de inembargabilidad, tal como se le proveyó y resulta del asiento 1 de la columna "cancelaciones", del informe acompañado. Por otra parte, la subasta del inmueble se desarrolla en el marco de un proceso de quiebra.

- La solución brindada por la Ley de Concursos y Quiebras es coherente con el régimen patrimonial matrimonial vigente (Ley 17.711). En tal sentido, los bienes gananciales a nombre del deudor integran su patrimonio, respecto del total del valor del mismo. No puede alegarse su afectación por el 50 %, pretendiendo que su cónyuge tenga "un derecho como socia" a la mitad de los bienes.

2. La esposa del fallido, Nélida L. Cala interpuso recurso de apelación (fs. 144), siéndole concedido (fs. 145). Fundado el mismo tempestivamente (fs. 150/152), se sustanció (fs. 153), recibiendo contestación del Síndico (fs. 156/157). La apelante se agravia porque: 

- La resolución viola los principios establecidos por la Constitución Nacional (art. 14 bis), por la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 25), por la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas Formas de Discriminación racial (art. 5 inciso e), por la Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (art. 14 inciso 2), por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 11 inciso 1), por la Convención Americana de Derechos Humanos (art. 17)  y otros Tratados internacionales.

- Señala que el carácter ganancial del bien a subastar nunca estuvo en discusión, cuestionándose la omisión del asentimiento conyugal para desgravar el inmueble (arts. 1276 y 1277 del Código Civil). Es necesario el consentimiento de ambos cónyuges para disponer o gravar bienes gananciales.

- El art. 35 de la ley 22.232 es una disposición de orden público, que responde a un claro objetivo social y de interés general, que instituyó la inembargabilidad e inejecutabilidad de los inmuebles destinados a viviendas propia y construidos con préstamos del Banco Hipotecario Nacional. La finalidad del asentimiento es proteger a los cónyuges, impidiendo que uno cualquiera de ellos ejecute maniobras de ocultamiento o desintegración del patrimonio familiar.

- La protección del interés familiar debe prevalecer por sobre el interés individual de alguno de sus miembros, si la desafectación implica desproteger a la familia. Tal protección pesa como “conditio sine quanon” para que no proceda la desafectación.

- Resulta de aplicación analógica la ley 14.394 (art. 49), que regula la desafectación del bien de familia y en todo caso, debió lograrse la autorización judicial supletoria para lograr la desafectación que se produjo por decisión del fallido.
3. El síndico concursal se opuso a fs.156/157 y solicitó el rechazo del recurso de apelación y, por ende, la confirmación del decisorio. Destacó que el inmueble corresponde en propiedad en un 100% al fallido, quien lo adquirió siendo de estado civil casado; que no corresponde ninguna autorización para su venta, bastando la firma del propietario, quien tiene la libre administración y disposición, conforme el régimen de gestión separada establecido por la ley 17.711 (arts. 1276 y 1277 Cód.Civ.). El cónyuge del propietario, por el carácter ganancial, no es parte en el acto de disposición, quien no deja de ser un tercero por más que el art. 1277 demande su asentimiento. El único titular del inmueble es el fallido, no siendo la apelante cotitular del mismo. Para dejar sin efecto la cláusula de inembargabilidad no se requería el asentimiento conyugal, el que pudo gestionar solo el fallido al cancelarse el crédito garantizado con hipoteca.
4. La señora Fiscal General reemplazante en su dictamen de fs.161/163 propició la revocación de la resolución. Señaló que el fallido denunció como activo el inmueble que habita con su esposa; y como adquirido con un préstamo otorgado por el Banco Hipotecario Nacional. La cláusula de inembargabilidad dejada sin efecto por decisión del esposo  otorga al titular del derecho real de dominio la facultad de habitar en un inmueble que, en la práctica, es inejecutable. Ello se corresponde con la noción de derecho que menciona el art. 1277 y es similar a los derechos que surgen del instituto de bien de familia. Agrega que según el art. 20 de la ley 22.232 al tomarse razón del derecho real de garantía (hipoteca), se dejará constancia en el Registro de la Propiedad Inmueble que el bien que constituye el asiento es inembargable, inejecutable y que no podrá constituirse sobre ellos otros derechos reales. En consecuencia, la anotación resulta impuesta por la ley. Dejar sin efecto dicha anotación constituye un acto de disposición y requiere del asentimiento conyugal establecido por el art. 1277 del Cód.Civ. En consecuencia, propicia la suspensión de la subasta decretada. A fs.165 se dispuso que la cuestión debía resolverse en acuerdo, y practicado el sorteo pertinente (fs.165vta.) el expediente se encuentra en condiciones de ser resuelto.  
II. 1. Anticipo criterio en el sentido de que el recurso es procedente. La sentencia de quiebra produce efectos patrimoniales, siendo el desapoderamiento uno de sus más importantes (arts. 106, 107, 108 y concs. ley 24.522). Ello resulta del principio de incolumidad, integridad o intangibilidad del patrimonio afectado por el estado de insolvencia, cuyos activos deberán ser liquidados para satisfacer el pasivo (arts. 203, 204, 205, 206, 207, 208, 218 y concs. L.C.).

En principio, todos los bienes quedan sujetos a desapoderamiento, excepto aquellos que taxativamente se encuentran excluidos por disposición legal (art. 108, ley 24.522). Señalan Rouillón y Gotlieb que “los bienes gananciales de titularidad exclusiva del cónyuge fallido, quedan incluidos en el desapoderamiento. La exclusión de estos bienes de la liquidación solamente podría corresponder en caso que se acreditara que fueron adquiridos por el cónyuge no fallido, total o parcialmente.” …“Los bienes gananciales quedarán incluidos en (o excluidos del) desapoderamiento falencial conforme las normas de derecho civil aplicables tanto al deudor in bonis como al quebrado. La jurisprudencia tiene establecido que el régimen de bienes del matrimonio –de gestión y responsabilidad separada- no sufre alteración alguna en el supuesto de quiebra de uno de los cónyuges, rigiendo también en esa circunstancia el sistema previsto en el Código Civil (arts. 1276, Cód. Civ. y 5 y 6, ley 11.357), por lo que quedan sujetos a desapoderamiento sólo los bienes propios y gananciales de que fuera titular el cónyuge fallido, no existiendo norma concursal que regule o modifique tal régimen”. … “El bien ganancial adquirido por el fallido responde íntegramente frente a los acreedores de éste, correspondiendo afectar a la liquidación, a partir de la fecha de la sentencia de quiebra, el 100% de dicho bien ganancial...” (Rouillón, Adolfo A. N. - Gotlieb, Verónica, “Desapoderamiento”, en “Código de Comercio Comentado y Anotado”, Adolfo A. N. Rouillón (Director) - Daniel E. Alonso (Coordinador), Ed. La Ley, Buenos Aires, 2007, tomo IV-B, pág. 190, n° 15).

Del informe registral agregado a esta causa por la cónyuge no fallida (fs. 135/138) y de los incorporados al incidente de realización de bienes (fs. 31/33 y fs. 56/58), resulta -de la columna “titulares sobre el dominio”- que el inmueble a subastar fue adquirido por Vitrano según escritura del 10/03/1989, cuando ya era de estado civil casado con Nélida Leonarda Cala (asiento n° 1; conf. título de propiedad de fs. 15/22), correspondiéndole el 100% del derecho real dominio. Se trata, por tanto, de un bien ganancial de administración reservada (art. 1276 y concs., Código Civil; arts. 375 y 384, C.P.C.C.; arts. 273 inciso 9°, 278 y concs., ley 24.522; Vidal Taquini, Carlos “Régimen de bienes en el matrimonio”, pág. 322, § 282). En consecuencia, en principio según lo señalado y de aplicarse el régimen patrimonial de los bienes matrimoniales,  dicho inmueble debería quedar sujeto a desapoderamiento para su liquidación en provecho de los acreedores.
2. Empero, en el “sub-lite” el bien mencionado se encuentra sometido al régimen de inembargabilidad previsto por el art.35 de la ley 22.232. Surge de autos –columna “gravámenes, restricciones e interdicciones” (asiento n° 1)- (fs.135/138) gue fue adquirido e hipotecado con cláusula de inembargabilidad, en garantía del crédito otorgado por el Banco Hipotecario Nacional, gravamen cancelado en su totalidad (columna “cancelaciones”, asiento n° 1). Luego, abonado el crédito y la garantía, por petición de “parte interesada” –aclaro: petición unilateral del esposo- se levantó la referida cláusula de inembargabilidad el 23/04/2001 (columna “cancelaciones”, asiento n° 2, fs.135/138).
Así las cosas, -y prescindiendo por ahora de los efectos de la mencionada cancelación- debería partirse –en una primera aproximación- de la premisa de que el inmueble sometido al régimen tuitivo de la ley 22.232 es excluido del activo falencial porque prevalece el carácter de orden público y los propósitos de interés general y de fomento de la vivienda familiar que inspiraron el dictado de la ley (Cám.Civ.y Com. Sala 2 San Isidro, 12/11/2002, “García Canedo”, Juba B170578). Los antecedentes jurisprudenciales reseñados por Rouillón y Gotlieb han sido sintetizados como sigue:“Corresponde considerar excluido del activo falencial y del desapoderamiento propio de la quiebra el inmueble gravado a favor del Banco Hipotecario Nacional mientras mantiene su categoría originaria de una vivienda propia y conserva tal destino. La exclusión del desapoderamiento no admite restricciones temporales, indicándose que la inembargabilidad e inejecutabilidad de los inmuebles destinados a vivienda propia y constituidos con préstamos del Banco Hipotecario Nacional subsisten aún con posterioridad a la cancelación del gravamen, e incluso –en supuestos de quiebra del deudor- a pesar de que el crédito de la entidad bancaria haya sido declarado inadmisible”. (Rouillón y Gotlieb, op. cit., pág. 188, n° 11; ver Kemelmajer de Carlucci, Aída, “Protección jurídica de la vivienda familiar” fs.170 y ss.; Rivera – Roitman – Vítolo “Ley de Concursos y Quiebras”, T. II, pág. 108 N°8; Bonanni, Mariano A. “Desapoderamiento en la quiebra y los préstamos otorgados por el Banco Hipotecario Nacional”, D.J. 2001-3-429).
3. Sin embargo, el “sub-lite” debe resolverse por la inoponibilidad del levantamiento de la inembargabilidad peticionado unilateralmente por el fallido Vitrano sin el asentimiento de su cónyuge, Sra.Cala. En efecto, procede analizar la validez del pedido unilateral de levantamiento de la cláusula de inembargabilidad formulada por el fallido el 23 de abril de 2001, sin el asentimiento de su esposa (fs.135/138). Esa solicitud determinó que el Registro de la Propiedad Provincial procediera al levantamiento de cláusula de inembargabilidad “a solic. de pte. Interesada” (sic, fs.138, asiento 2 en columna de cancelaciones).

Ese acto es ineficaz porque inobservó el art.1277 Cód.Civ., conforme también resulta de la aplicación del instituto análogo del bien de familia. En tal sentido la Suprema Corte de Buenos Aires ha decidido que la inembargabilidad e inejecutabilidad de los inmuebles destinados a vivienda propia adquiridos con préstamos del Banco Hipotecario Nacional –ley 22.232-, se mantiene luego de cancelado el crédito del Banco, porque –entre otros fundamentos- ello se corresponde “con el espíritu de normas análogas, como las que regulan el llamado "bien de familia" y tienen sustento constitucional en el art. 14 nuevo de la Ley Suprema. (S.C.B.A., Ac. 45.711, 31-3-1992, “Villa”; Ac. 50.324, 10-12-1992, “Villar”; Ac. 50.827, 15-8-1995, “Peris”; Ac. 63790 27-4-1999, “Ferrari”; Ac. 73811 13-9-2000, “Banco de la Provincia”; Ac. 82.873, 22-10-2003, “Lozano”; Ac. 87.131, 27-10-2004, “Banco de Galicia”; C 88.169, 31-10-2007, “Erbes”). La analogía entre ambos institutos tuitivos de la vivienda conyugal (el bien de familia y la vivienda adquirida como crédito del Banco Hipotecario Nacional) también fue puesta de manifiesto por la Corte Nacional (C.S.J.N., 30/10/986, "Jaralambides”,  La Ley, 1987-A- 495; Fallos 256:572, 257:182 - Repertorio La Ley, XXV, p. 628, sum 59-; Fallos 295:608, La Ley, 1977-A-404).
Ya anticipé que el levantamiento de la cláusula de inembargabilidad lo formuló Roberto Vitrano en el oficio librado a fs.135 (el 23/04/2001) y que el Registro de la Propiedad tomó nota de esa medida, y así lo dispuso, “a solicitud de parte interesada” (fs.138/139). Y ese acto, esto es la ausencia del consentimiento del art.1277 Cód.Civ. de uno de los cónyuges para la disposición de un bien ganancial (norma aplicable al caso) determina, en la doctrina legal de la Suprema Corte Bonaerense, su “inoponibilidad al cónyuge cuyo consentimiento se ha preterido” (S.C.B.A. Ac.38544, 20/9/88, “Bathelt” A.y S.1988-III-435; Ac.43588, 17/3/92 “Tolosa”, A.y S.1992-I-126).
Distintos autores coinciden en que del artículo 1277 del Código Civil –que requiere del “consentimiento de ambos cónyuges para disponer o gravar los bienes gananciales cuando se trata de inmuebles…”- consagra un régimen de protección de la mujer y la familia (Borda, Guillermo A., “La reforma de 1968 al Código Civil”, pág. 482; Spota, Alberto G., “Sobre las reformas al Código Civil”, págs. 45/46; Fassi, Santiago C., “El consentimiento del cónyuge del artículo 1277 del Código Civil”, La Ley-B-528; Fassi Santiago C. y Bossert, Gustavo A., “Sociedad conyugal”, Astrea, tomo II, pág. 51; Cafferata, José I., “Invalidez del asentimiento conyugal general y anticipado”, La Ley, 1975-D-603; Fanzolatto, Eduardo I., “El asentimiento conyugal”, pág. 39; Vidal Taquini, Carlos H., op. cit., pág. 337, § 288).    

El asentimiento exigido por el artículo 1277 del Código Civil, es necesario cuando se trata de disponer o gravar un bien (Vidal Taquini, Carlos H., ob. cit., pág. 349 a 351, § 294). Tal solución es la que corresponde, habida cuenta la finalidad tuitiva que en ambos casos ha consagrado la ley en provecho de la familia y las consecuencias que traería aparejado para ella el desapoderamiento y la liquidación del bien (art. 34 y concs., ley 14.394; art. 35, ley 22.232). En torno al “asentimiento” –aunque el art.1277 Cód.Civ. se refiere al “consentimiento”- recae, en palabras de Kemelmajer de Carlucci, sobre los actos que priven “a la familia de algún derecho real o personal; en otros términos, el acto que requiere consentimiento es el que afecta la disposición efectiva de los derechos sobre la vivienda” (Kemelmajer de Carlucci, Aida “Protección jurídica de la vivienda familiar” cit., p.190 y p.436 al aludir a un proyecto legislativo). Al mencionar cuáles son los comprendidos dentro de los denominados “actos de disposición” señala Belluscio que “son los que disminuyen o modifican sustancialmente los elementos que forman el capital del patrimonio o comprometen su porvenir por largo tiempo, tales como la enajenación, constitución de derechos reales o arrendamientos por muchos años de inmuebles” (Belluscio, Augusto en Bellucio-Zannoni “Código Civil y leyes complementarias, comentado, anotado y concordado”, T.6, pág. 181). Zannoni incluye los actos de “abdicación de derechos (renuncia, transacción)” (ob.cit. p.181). 
4. Las consideraciones aquí vertidas con relación al art.1277 Cód.Civ. son trasladables también a mérito de lo normado por el art.49 inc.a de la ley 14.394 que para la desafectación del bien de familia requiere “la conformidad del cónyuge”. En efecto, y siendo que la ausencia del asentimiento conyugal del art.1277 Cód.Civ. conlleva la inoponibilidad del acto de disposición, no puede menos que concluirse que esa formalidad es requerida también para el levantamiento de la inembargabilidad del inmueble con crédito hipotecario de fomento de la vivienda única (ley 22.232). A esta conclusión se arriba atendiendo no sólo por la naturaleza del acto equiparable a disposición -por tratarse de la renuncia al derecho protectorio de la vivienda- sino porque la mentada norma (art.14 inc.a ley 14.394) que rige el instituto análogo –la desafectación del bien de familia- exige de esa conformidad expresa. Establece ese dispositivo legal: “Procederá la desafectación del “bien de familia” y la cancelación de su inscripción en el Registro Inmobiliario: a instancia del propietario con la conformidad de su cónyuge; a falta del cónyuge, o si éste fuera incapaz, se admitirá el pedido siempre que el interés familiar no resulte comprometido” (ley 14.394).

También resulta exigible el asentimiento del art.1277 cuando se procura desafectar un inmueble del régimen de bien de familia o cuando –agrego- como en caso de autos, se trata de dejar sin efecto una cláusula de inembargabilidad establecida en tutela de la vivienda familiar (Vidal Taquini, Carlos H., ob.cit. pág.349). El autor citado distingue entre constituir un inmueble en bien de familia que -pese a ser un acto de disposición- no requiere el asentimiento conyugal pues la consecuencia es la indisponibilidad del bien en beneficio de todos, de la desafectación que sí requiere de la aprobación del cónyuge (aut.y ob.cit. pág.351 N°294 cita 656; arts.37 y 49 inc.a ley 14.394 que exige la conformidad del cónyuge para gravar o desafectar y cancelar en el Registro Inmobiliario el bien de familia).
5. En conclusión, la adquisición del inmueble realizada por el fallido mediante un préstamo otorgado por el Banco Hipotecario Nacional, inscripto con cláusula de inembargabilidad, conforme el régimen de la ley 22.232 (art. 35), que fuera totalmente cancelado, por ser el único bien con destino a vivienda (fs. 25 vta., fs. 107 vta.; incidente de realización de bienes, fs. 2 y vta., fs. 53/54), se encuentra totalmente excluido del desapoderamiento, al encuadrar el mismo en lo normado en el art. 108, inciso 7° de la ley 24.522, siendo inoponible a la cónyuge no fallida la petición de levantamiento de la cláusula de inembargabilidad de la que había tomado razón el Registro de la Propiedad Inmueble. Dicha inscripción debe ser dejada sin efecto, pues no puede subsistir en tanto resulta incompatible con la protección brindada por el art. 35 de la ley 22.232, que sustrae al inmueble del desapoderamiento, efecto típico de la sentencia de quiebra. La omisión del asentimiento conyugal, a mayor abundamiento, no podría ser judicialmente suplido porque no se verifican las circunstancias que determinarían la prescindibilidad del inmueble desde el punto de vista de los intereses que corresponde proteger (arts. 375 y 384, C.P.C.C.).
                         6. Aunque podría entenderse sobreabundante, entiendo conveniente enfatizar que el criterio resolutivo propuesto se sustenta en la interpretación constitucional, toda vez que –con palabras de Kemelmajer de Carlucci- “la aplicabilidad directa de la Constitución, con todo su sistema de principios y de valores, lleva a que la interpretación y el proceso aplicativo del derecho, lejos de poder entenderse como una operación mecánica pase a ser algo necesario y rigurosamente axiológico” (S.C.Mendoza, 13/5/02 “Abrego, Juan Carlos en J:Atuel Fideicomisos S.A.”). En anterior pronunciamiento este Tribunal (Sala II) decidió, para fundamentar la renunciabilidad del beneficio legal del deudor que hipotecó el inmueble y que luego procuró ampararse en la garantía de su inejecutabilidad, que “en el cotejo y confronte entre los derechos en conflicto -el interés particular del deudor e idéntico derecho de propiedad del acreedor-, la renunciabilidad de derechos disponibles y la tutela y estabilidad de la buena fe negocial, conllevan a admitir, en el juicio de ponderación, la mayor atendibilidad y protección de éste último. Tratándose de derechos patrimoniales paritarios -insisto deudor y acreedor-, sin estar involucrado el interés público y social originario, el conflicto debe dirimirse a favor de quien obró con buena fe, conforme a las prácticas negociales” (arts.16, 17, 18 Const. Nac.; art.15 Const. Pcia. Bs. As.; arts.1197, 1198 y concs. Cód. Civil; esta Cámara, Sala II causa N°48754, 30/8/05 “BBVA Bco. Francés S.A. c/Aguirre, Jorge s/Ejecución Hipotecaria”). Con antelación, y en otro precedente en el que también estaba en juego la tutela constitucional de la vivienda familiar, se acudió a los principios de lo que hoy se denomina derecho privado constitucional o constitucionalización del derecho privado, para –en ese caso- considerar que la “promoción del acceso a la vivienda única” y la constitución del asiento del hogar como bien de familia contemplada en la Constitución de la Provincia de Buenos Aires. (art.36 inc. 7 Const. Bs.As.) no es incompatible con la constitucionalidad del régimen de la ley 14.394 (esta Cámara Sala II, causa N°42882, 28/8/01 “Leveroni”). 
En definitiva: el juicio de ponderación en el caso conlleva a otorgar primacía a la protección, de la vivienda familiar en su colisión constitucional con los derechos patrimoniales de los acreedores del fallido.
Por todo lo expuesto, mi respuesta a la primera cuestión es por la negativa.
    Así lo voto.

    A la misma cuestión el señor Juez, Doctor LOUGE EMILIOZZI, votó en idéntico sentido.

    A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Doctor GALDOS, dijo: 

Atento lo acordado al tratar la cuestión anterior, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., corresponde revocar la resolución apelada en todo cuanto decide y ha sido materia de agravios, excluyéndose del desapoderamiento el inmueble matrícula nº 39.301 (078) de Olavarría (fs. 15/22 del incidente) y dejándose sin efecto la subasta judicial ordenada en autos (fs. 173/174 vta. del incidente). Firme la presente, deberá oficiarse al Registro de la Propiedad Inmueble, a fin de mantener la cláusula de inembargabilidad de la que se tomó razón al constituirse la hipoteca. Costas por su orden atento las particularidades que el caso presenta. (arts. 68 y 274, C.P.C.C.). Queda diferida la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31, Decreto-Ley 8.904/77).
    Así lo voto.

    A la misma cuestión el señor Juez, Doctor LOUGE EMILIOZZI, votó en idéntico sentido.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente:

S  E  N  T  E  N  C  I  A

Azul,  4   de Mayo de 2010
AUTOS Y VISTOS:

                CONSIDERANDO:

Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., REVÓCASE la resolución apelada en todo cuanto decide y ha sido materia de agravios, excluyéndose del desapoderamiento el inmueble matrícula nº 39.301 (078) de Olavarría y DÉJASE SIN EFECTO la subasta judicial ordenada en autos. Firme la presente, deberá oficiarse al Registro de la Propiedad Inmueble, a fin de mantener la cláusula de inembargabilidad de la que se tomó razón al constituirse la hipoteca. IMPÓNENSE costas por su orden atento las particularidades que el caso presenta. DIFIÉRESE la regulación de honorarios para su oportunidad. REGÍSTRESE. NOTIFÍQUESE por Secretaría y DEVUÉLVASE. Fdo.:– Dr.Esteban Louge Emiliozzi - Presidente – Cámara Civil y Comercial – Sala I – Dr.Jorge Mario Galdós - Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II. Ante mí: Dra. Lucrecia Inés Comparato – Secretaria – Cámara Civil y Comercial – Sala I.----------------------------------------------------------
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